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LIQUIDACIÓN DE SOCIEDAD PATRIMONIAL DE HECHO / INCIDENTE DE LEVANTAMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES QUE RECAEN SOBRE BIEN PROPIO / NIEGA: EMBARGO DECRETADO NO SE LEVANTA POR LA REORGANIZACIÓN EXTRAJUDICIAL DE LOS BIENES INMUEBLES DE LA DEMANDADA / ACCEDE: AUTOMOTOR ADQUIRIDO POR EL DEMANDANTE CON POSTERIORIDAD A LA DISOLUCIÓN DE LA SOCIEDAD PATRIMONIAL. “[E]n el proceso de liquidación de la sociedad patrimonial de hecho conformada entre Luis Javier Castañeda Chávez y María Inés Hernández Silva, se ordenó el embargo de algunos inmuebles que figuran como de propiedad de la demandada, mismos que fueron involucrados en la solicitud de reorganización que ella adelanta ante la Superintendencia de Sociedades. (…) La Sala coincide con la apreciación del funcionario de primer grado, por cuanto la norma que le sirve de apoyo a la recurrente, que a propósito fraccionó inadecuadamente en el escrito de sustentación, con meridiana claridad se refiere a procesos ejecutivos y coactivos, no a “cualquier otro proceso” como se quiso resaltar en esa intervención, de suerte que el que ahora enfrenta a las partes, no se ve afectado, si bien se trata de un proceso de liquidación, sometido a unas reglas especiales, en las que se permite el embargo de los bienes que se denuncien como sociales (art. 598 CGP, antes art. 691 CPC). (…) [E]l demandante solo ha promovido un incidente de levantamiento de las medida que recae sobre un bien propio, no dos; por ello, no se le puede restringir esa posibilidad como pretende la demandada, al margen de que hubiese guardado silencio en el momento en que se puso en conocimiento el resultado de la medida cautelar, ya que no existe aquí, como en el caso de las nulidades, el saneamiento por la actuación procesal. De manera que con la claridad que hay en el expediente, que la tiene la misma demandada, de que el automotor señalado es un bien propio del compañero permanente, porque fue adquirido con posterioridad a la disolución de la sociedad patrimonial, tenía expedito el camino para impetrar el levantamiento de la medida que sobre el recayó, una sola vez, que fue lo que hizo.”. 
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Pereira, diciembre catorce de dos mil dieciséis
   



Expediente 66001-31-10-001-2014-00693-01

  



Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la asesora judicial de la demandada, contra los autos del 26 de julio y 3 de agosto, ambos de 2016, proferidos por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, en el proceso de liquidación de sociedad patrimonial de hecho, que Luis Javier Castañeda Chávez promovió frente María Inés Hernández Silva.
   



ANTECEDENTES

  



En el primer caso, la demandada solicitó el levantamiento de las medidas cautelares que pesan sobre los inmuebles de su propiedad, por cuanto se le admitió en un trámite de reorganización extrajudicial por parte de la Superintendencia de Sociedades, que el 17 de agosto de 2014 ordenó la comunicación pertinente a todos los despachos judiciales, para que cesaran los procesos ejecutivos o coactivos contra la concursada y levantaran las medidas decretadas y practicadas respecto de los bienes de la deudora. 

  



El Juzgado negó la petición, por cuanto el proceso de ahora no es de esa naturaleza, sino uno de liquidación, con lo que queda por fuera de ese alcance. 

   



Inconforme con ello, adujo la demandada que de acuerdo con el artículo 20 de la Ley 116 de 2006, a partir de la fecha de inicio del proceso de reorganización, no podrá admitirse ni continuarse demanda de ejecución o cualquier otro proceso, dice ella, en contra del deudor y el juez debe declarar de plano la nulidad de las actuaciones que contravengan esa regla. Agregó que desde antes de la notificación de la demanda de liquidación, ya había iniciado ante la Superintendencia de Sociedades la autorización de acuerdo extrajudicial de reorganización, respecto del cual sus activos son prenda de garantía. Luego reiteró los argumentos expuestos en la solicitud inicial. Interpuso, en consecuencia, los ordinarios recursos de reposición y en subsidio apelación. 
  



En el segundo evento, el demandante inició un incidente con el fin de obtener el levantamiento del embargo que soporta el vehículo de placas MUY-557,  que fue adquirido por él con posterioridad a la disolución de la sociedad patrimonial de hecho conformada con la demandada. 

   



En este caso, el Juzgado accedió a lo pedido, porque dio por sentado que, en efecto, el demandante ingreso a su patrimonio el automotor en fecha posterior a la vigencia de la sociedad patrimonial de hecho. 

Tampoco quedó conforme la demanda que propuso similares recursos. En esta ocasión, sustentó su alzada en que el incidente propuesto fue extemporáneo, porque cuando se puso en conocimiento del demandante la inscripción del embargo, mediante auto del 4 de septiembre de 2014, guardó silencio, así que le precluyó la oportunidad para impetrarlo. 
En los dos eventos, el Juzgado mantuvo lo resuelto y concedió las alzadas que ahora se resuelven, una vez se subsanó una irregularidad procesal detectada en esta sede. 
CONSIDERACIONES:
1. Es competente esta Sala Unitaria para resolver sobre los recursos de apelación propuestos (arts. 31 y 35 CGP), que, además, son procedentes, en los términos del artículo 321-8 del mismo estatuto. 

  



2.
El primero de ellos, como viene de verse, obedece a que en el proceso de liquidación de la sociedad patrimonial de hecho conformada entre Luis Javier Castañeda Chávez y María Inés Hernández Silva, se ordenó el embargo de algunos inmuebles que figuran como de propiedad de la demandada, mismos que fueron involucrados en la solicitud de reorganización que ella adelanta ante la Superintendencia de Sociedades. Por esta razón, y porque esa entidad administrativa mediante auto del 17 de agosto de 2014 ordenó al deudor comunicarle a los despachos judiciales y autoridades en los que estén cursando procesos ejecutivos o coactivos contra la concursada sobre la autorización de reorganización para que cesaran sus efectos y levantaran las medidas cautelares decretadas y practicadas sobre sus bienes, pidió que se le pusiera fin a las que aquí fueron decretadas en su contra. 
  



La Sala coincide con la apreciación del funcionario de primer grado, por cuanto la norma que le sirve de apoyo a la recurrente, que a propósito fraccionó inadecuadamente en el escrito de sustentación, con meridiana claridad se refiere a procesos ejecutivos y coactivos, no a “cualquier otro proceso” como se quiso resaltar en esa intervención, de suerte que el que ahora enfrenta a las partes, no se ve afectado, si bien se trata de un proceso de liquidación, sometido a unas reglas especiales, en las que se permite el embargo de los bienes que se denuncien como sociales (art. 598 CGP, antes art. 691 CPC). 

  



Cambiando lo que hay que cambiar, en respuesta a una solicitud, la Superintendencia Financiera emitió el oficio 220-034926 del 25 de Mayo de 2012, que sirve de referente al asunto, en el que respondió a estas preguntas: 

  


Se debe cancelar la medida para inscribir la nueva ordenada en el proceso de reorganización o prevalece la medida decretada por el juez penal? 2. Cuál es el fundamento normativo para esta determinación?
 


…
  


1. Frente a las preguntas 1 y 2 se considera: Sobre el particular es importante señalar que según dispone el artículo 20 de la Ley 1116 de 2006, a partir de la fecha de inicio del proceso de reorganización, no podrá admitirse ni continuarse demanda ejecutiva o de cobro en contra de la sociedad en reorganización, esto significa que todos los procesos ejecutivos que cursen deben incorporarse al proceso de insolvencia en la modalidad de reorganización, de manera que las medidas cautelares decretadas en estos procesos ejecutivos quedarán a disposición del juez del concurso. La norma señalada es coherente, en la medida en que con el proceso de reorganización, se busca que todos los acreedores queden vinculados al proceso a partir de su iniciación (principio de universalidad numeral 1 de artículo 4 de la Ley 1116 de 2006) Principio de universalidad, que se concreta específicamente en la unificación de las acreencias u obligaciones ciertas, sean o no exigibles, las cuales deben ser calificadas y graduadas, respetando su naturaleza. Respecto a los créditos litigiosos y acreencias condicionales, reza el artículo 25 de la citada Ley, que quedarán sujetos a los términos previstos en el acuerdo, en condiciones iguales a los de su misma clase y prelación legal, así como a las resultas correspondientes al cumplimiento de la condición o de la sentencia o laudo respectivo. En el entretanto, el deudor constituirá una provisión contable para atender su pago. Los fallos de cualquier naturaleza proferidos con posterioridad a la firma del acuerdo, por motivo de obligaciones objeto del proceso de reorganización, no constituyen gastos de administración y serán pagados en los términos previstos en el mismo para los de su misma clase y prelación legal. En el evento de estar cancelados los de su categoría, procederá su pago, dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria del fallo. De manera que y para concluir respecto de la pregunta elevada, las medidas cautelares decretadas en procesos ejecutivos o de cobro, quedarán a disposición del juez del concurso, quien determinará si la medida sigue vigente o si se deben levantar, según convenga a los objetivos del proceso; las medidas cautelares decretadas en los procesos ordinarios, por el contrario al no ser de naturaleza ejecutiva, continúan vigentes, debiendo en todo caso el deudor incorporar las acreencias en el proyecto de calificación y graduación de créditos, como litigiosas o contingentes. (artículo 25 de de la Ley 1116 de 2006). Es decir. que las medidas cautelares que se susciten en procesos distintos a los ejecutivos, como el penal, no son puestos a disposición del juez del concurso, sin embargo, en el proceso de reorganización las obligaciones que surjan como resultado del proceso penal u ordinario, se incorporan dentro de los créditos litigiosos o contingentes, para su posterior reconocimiento a través de la provisión correspondiente.

  



Respuesta que se amolda a lo que aquí se viene planteando, que lo mismo que concluyó el funcionario de primer grado, con lo que el primer auto aludido, será confirmado. 

2.
Igual suerte debe correr el segundo proveído atacado, que se prohijará, sin mucha disquisición, por la evidente razón, expuesta por el juzgado, de que la regla 4ª del artículo 598 del CGP, está previsto que cualquiera de los cónyuges o compañeros permanentes podrá promover incidente con el propósito de que se levanten las medidas que afecten sus bienes propios. 

Esa norma no señala término alguno, lo que significa que cualquier estadio del proceso es apropiado para iniciar el trámite incidental, por lo que la tesis de la preclusión de que habla la recurrente se viene a menos, entre otras razones, porque se funda en lo que regula el artículo 128 del estatuto procesal, que para el caso es inaplicable, porque este parte del supuesto de que, sobre una misma situación, no puede promoverse más de un incidente, pues si así ocurre el segundo debe declararse inadmisible. 

Si ello es así, basta ver que el demandante solo ha promovido un incidente de levantamiento de las medida que recae sobre un bien propio, no dos; por ello, no se le puede restringir esa posibilidad como pretende la demandada, al margen de que hubiese guardado silencio en el momento en que se puso en conocimiento el resultado de la medida cautelar, ya que no existe aquí, como en el caso de las nulidades, el saneamiento por la actuación procesal. 
   



De manera que con la claridad que hay en el expediente, que la tiene la misma demandada, de que el automotor señalado es un bien propio del compañero permanente, porque fue adquirido con posterioridad a la disolución de la sociedad patrimonial, tenía expedito el camino para impetrar el levantamiento de la medida que sobre el recayó, una sola vez, que fue lo que hizo. 





Viene como corolario de lo dicho, que los dos autos serán confirmados. 

   



Como los recursos fracasan, las costas en esta sede serán a cargo de la demandada y a favor del demandante. Ellas se liquidarán en la forma prevista en el artículo 366 del CGP, ante el juez de primera instancia. 
DECISIÓN
  



En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA los autos del 26 de julio y 3 de agosto, ambos de 2016, proferidos por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, en el proceso de liquidación de sociedad patrimonial de hecho, que Luis Javier Castañeda Chávez promovió frente María Inés Hernández Silva.

   



Costas en esta sede a favor del demandante y a cargo de la recurrente. Liquídense en la forma prevista en el artículo 366 del CGP. 
Notifíquese,

   



El Magistrado,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
�http://www.supersociedades.gov.co/superintendencia/normatividad/conceptos/conceptos-juridicos/Normatividad% 20Conceptos%20Juridicos/32357.pdf








